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Se insta a las Administradoras de Riesgos Laborales a mantener un espacio de atención 
no presencial (teléfono, whatsapp, redes sociales, otros) de ayuda, intervención y/o soporte en 
crisis, atendido por un equipo de profesionales de la salud mental que brinden primeros auxilios 
psicológicos, a los trabajadores de diferentes sectores económicos para contribuir a la salud 
mental y bienestar de los trabajadores.

Artículo 7°. Intervención de los Factores de Riesgo Psicosociales durante situaciones de 
emergencia sanitaria, ambientales y sociales. Las situaciones de emergencia declaradas por 
el Gobierno nacional, hacen necesario que las empresas fortalezcan las acciones y medidas de 
prevención e intervención conducentes a proteger la salud mental y el bienestar de los trabajadores 
de diferentes sectores económicos que se encuentran desempeñando sus actividades tanto de 
forma presencial como teletrabajo, trabajo en casa y trabajo remoto.

Todas las empresas deben prestar asistencia psicológica remota y desarrollar acciones 
de promoción de la salud mental y la prevención e intervención del estrés y los problemas y 
trastornos mentales, para lo cual deben utilizar los protocolos específicos de intervención de 
factores de riesgo psicosocial. Estas acciones deben desarrollarse en el marco del Sistema de 
Gestión de Seguridad y Salud en el Trabajo.

Las Administradoras de Riesgos Laborales deben realizar las siguientes acciones:
1.	 Campañas y espacios de capacitación a los empleadores y trabajadores de los diferen-

tes sectores económicos, en el desarrollo de las actividades destinadas a la reducción 
del estrés, al mejoramiento de las condiciones organizacionales y recursos personales 
para el manejo de las reacciones emocionales y conductuales más frecuentes ante situa-
ciones de emergencia.

2.	 Deben implementar una línea telefónica de ayuda, intervención psicosocial y/o soporte 
en crisis no presencial, atendido por un equipo de profesionales de la salud mental que 
brindan un espacio de escucha, orientación y apoyo emocional y primeros auxilios 
psicológicos, a los trabajadores de diferentes sectores económicos. La línea telefónica 
de apoyo psicosocial, deberá estar disponible, por el tiempo que dure la situación de 
emergencia declarada por el Gobierno nacional.

3.	 Desarrollar acciones de promoción de la salud mental, identificación, prevención, in-
tervención y canalización hacia los servicios de atención en salud mental, en el marco 
del acompañamiento y apoyo a los empleadores y sus trabajadores afiliados.

4.	 Brindar apoyo emocional no presencial de escucha y orientación en situaciones de cri-
sis a través de diferentes canales de interacción (teléfono, whatsapp, redes sociales, 
otros), mediante acompañamiento psicológico e intervención psicosocial que contribu-
yan a la superación de la afectación en salud mental y bienestar de los trabajadores de 
diferentes sectores económicos.

Parágrafo 1°. Durante las situaciones de las emergencias sanitarias, ambientales y sociales 
declaradas por el Gobierno nacional que impidan o limiten la prestación del trabajo de forma 
presencial, se podrá aplicar de manera virtual de acuerdo a lo establecido en la presente Resolución.

Parágrafo 2°. Las Administradoras de Riesgos Laborales deberán reportar la información 
sobre las campañas de comunicación, acciones de prevención y estrategias de intervención 
desarrolladas en sus empresas afiliadas, de forma mensual, así como un reporte del registro de 
llamadas recibidas a través de la línea de atención, orientación y apoyo emocional a la Dirección 
de Riesgos Laborales del Ministerio del Trabajo.

Artículo 8°. Vigilancia Epidemiológica. Los empleadores o contratantes deben adelantar 
programas de vigilancia epidemiológica de factores de riesgo psicosocial, con el apoyo de 
expertos y la asesoría de la correspondiente administradora de riesgos laborales, cuando los 
trabajadores se encuentren expuestos a factores psicosociales nocivos evaluados como de alto 
riesgo o que están causando efectos negativos en la salud, en el bienestar o en el trabajo.

Para la implementación del sistema de vigilancia epidemiológica de riesgo psicosocial  en 
las empresas, se debe tener en cuenta entre otros los siguientes criterios para la inclusión de los 
trabajadores, como pueden ser los casos o eventos identificados por quejas de acoso laboral, 
consumo problemático de alcohol y sustancias psicoactivas, trabajadores accidentados de forma 
reincidente, patologías comunes o laborales por exposición a factores psicosociales calificadas o 
en proceso de calificación, casos que reporten incapacidades con diagnósticos relacionados con 
riesgo psicosocial, eventos vitales estresantes o significativos como muerte de seres queridos y 
eventos familiares o personales, casos de estrés postraumático, trabajadores con efectos en la 
salud mental derivados de las situaciones de emergencia sanitaria, ambiental y social. En todos los 
casos señalados anteriormente se debe garantizar la reserva y confidencialidad de la información.

Artículo 9°. Sanciones. El incumplimiento a lo establecido en la presente Resolución 
será sancionado de conformidad con lo dispuesto en el artículo 91 del Decreto 1295 de 1994, 
modificado parcialmente por el artículo 115 del Decreto 2150 de 1995 y el artículo 13 de la 
Ley 1562 de 2012, en armonía con el Capítulo 11 del Título 4 de la Parte 2 del Libro 2 del 
Decreto 1072 de 2015. La investigación administrativa y la sanción serán de competencia de las 
Direcciones Territoriales del Ministerio del Trabajo en los términos del mencionado artículo 91 
del Decreto 1295 de 1994, sin perjuicio del poder preferente de que trata el artículo 32 de la Ley 
1562 de 2012.

Artículo 10. Vigencia y Derogatoria. La presente Resolución rige a partir de la entrada en 
vigencia de la misma y deroga la Resolución 2404 de 2019.

Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 18 de julio de 2022.
El Ministro del Trabajo,

Ángel Custodio Cabrera Báez.
(C. F.)

Ministerio de Minas y Energía

Decretos

DECRETO NÚMERO 1302 DE 2022

(julio 25)
por el cual se adiciona una Subsección 8.2. a la Sección 8, Capítulo 8, Título III, Parte 2, 
Libro 2 del Decreto 1073 de 2015, con el fin de reglamentar las transferencias del sector 
eléctrico con destino a comunidades indígenas, de las que trata el artículo 289 de la Ley 
1955 de 2019, por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018- 2022 “Pacto 

por Colombia, Pacto por la Equidad”.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades 

constitucionales y legales y en especial las conferidas en el numeral 11 del artículo 189 de 
la Constitución Política, y en desarrollo del artículo 289 de la Ley 1955 de 2019, y

CONSIDERANDO:
Que las Leyes 697 de 2001 y 1715 de 2014 tienen la finalidad de promover el desarrollo 

y la utilización de las Fuentes No Convencionales de Energía (FNCE), principalmente 
aquellas de carácter renovable en el Sistema Energético Nacional, mediante su integración 
al mercado eléctrico, así como la gestión eficiente de la energía, que comprende tanto la 
eficiencia energética como la respuesta de la demanda.

Que con el objetivo de fortalecer el desarrollo de Fuentes No Convencionales de Energía 
(FNCE), la Ley 1955 de 2019, por la cual se expidió el Plan Nacional de Desarrollo 2018 
- 2022 “Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad”, creó, en el inciso segundo del artículo 
289, unas nuevas transferencias eléctricas para la energía producida a partir de fuentes 
no convencionales, cuyas plantas con potencia nominal instalada total supere los 10.000 
kilovatios. Dicha transferencia será equivalente al 1% de las ventas brutas de energía por 
generación propia de acuerdo con la tarifa que para ventas en bloque señale la Comisión 
de Regulación de Energía y Gas (CREG).

Que los recursos recaudados por este concepto se destinarán así:
a)	 60% se destinará en partes iguales a las comunidades étnicas ubicadas en el 

área de influencia del proyecto de generación para la ejecución de proyectos de inversión 
en infraestructura, servicios públicos, saneamiento básico y/o de agua potable, así como 
en proyectos que dichas comunidades definan, siempre que incidan directamente en su 
calidad de vida y bienestar. En caso de no existir comunidades étnicas acreditadas por el 
Ministerio del Interior en el respectivo territorio, el porcentaje aquí establecido se destinará 
a los municipios ubicados en el área del proyecto para inversión en infraestructura, 
servicios públicos, saneamiento básico y/o agua potable en las comunidades del área de 
influencia del proyecto.

b)	 40% para los municipios ubicados en el área del proyecto que se destinará a 
proyectos de inversión en infraestructura, servicios públicos, saneamiento básico y/o de 
agua potable previstos en el plan de desarrollo municipal.

Que, en ese orden, es procedente reglamentar la forma en que se pagarán los recursos 
recaudados por concepto de las transferencias eléctricas de las que trata el inciso segundo 
del artículo 289 de la Ley 1955 de 2019, a favor de las comunidades étnicas ubicadas en el 
área de influencia del respectivo proyecto de generación de energía eléctrica con Fuentes 
No Convencionales de Energía (FNCE).

Que según lo establecido en el parágrafo del artículo 330 de la Constitución Política 
“[l]a explotación de los recursos naturales en los territorios indígenas se hará sin 
desmedro de la integridad cultural, social y económica de las comunidades indígenas. En 
las decisiones que se adopten respecto de dicha explotación, el Gobierno propiciará la 
participación de los representantes de las respectivas comunidades”.

Que en atención a lo establecido en el artículo 7° del Convenio 169 de 1989:
“[l]os pueblos interesados deberán tener el derecho de decidir sus propias prioridades 

en lo que atañe al proceso de desarrollo, en la medida en que éste afecte a sus vidas, 
creencias, instituciones y bienestar espiritual y a las tierras que ocupan o utilizan de 
alguna manera, y de controlar, en la medida de lo posible, su propio desarrollo económico, 
social y cultural.

Además, dichos pueblos deberán participar en la formulación, aplicación y evaluación 
de los planes y programas de desarrollo nacional y regional susceptibles de afectarles 
directamente”.

Que la Ley 89 de 1890 facultó a los cabildos indígenas para administrar lo relativo al 
gobierno económico de las parcialidades.

Que las nuevas condiciones de las comunidades indígenas en el país exigen un estatuto 
legal que las faculte para asociarse, de tal manera que posibilite su participación y permita 
fortalecer su desarrollo económico, social y cultural. En atención a ello, los pueblos 
indígenas tienen derecho a participar en los asuntos que permitan fortalecer el desarrollo 
económico, social y cultural de sus comunidades. Dicha participación debe ser activa y 
efectiva a través del fortalecimiento de las estructuras propias de dichos pueblos.

Que, en atención a lo anterior, se expidieron los Decretos 1088 de 1993 y 252 de 
2020 que promueven el fortalecimiento de las organizaciones indígenas, de tal suerte que 
posibilite su participación y permita fortalecer su desarrollo económico, social, cultural y 
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ambiental, por lo que se hace necesario establecer la viabilidad de suscribir convenios o 
contratos con las citadas organizaciones.

Que la Corte Constitucional, mediante Sentencia SU-123 de 2018, determinó:
“EXHORTAR al Gobierno nacional y al Congreso de la República para que, con base 

en los lineamientos expuestos en sentencia: adopten las medidas pertinentes para regular 
lo relacionado con los certificados de presencia y afectación de comunidades étnicas, 
que hagan efectivo el derecho a la consulta previa, en los términos del Convenio 
169 de la OIT; así mismo se realicen los ajustes para que la institución encargada 
de otorgar los certificados de presencia y afectación comunidades étnicas cuente 
con autonomía e independencia administrativa y financiera, necesarias para ejercer 
adecuadamente su función”.

Que en virtud de lo anterior se expidió el Decreto 2353 de 2019 “por el cual se 
modifica la estructura del Ministerio del Interior y se determinan las funciones de 
algunas dependencias”, y con el que se creó la Dirección de la Autoridad Nacional 
de Consulta Previa, la cual tiene dentro de sus funciones “impartir los lineamientos 
para la determinación de la procedencia de la consulta previa para la expedición 
de medidas legislativas o administrativas o la ejecución de proyectos, obras o 
actividades, que puedan afectar directamente a comunidades étnicas”.

Que en cumplimiento de lo señalado en artículo 2.1.2.1.14 del Decreto 1081 
de 2015 “por medio del cual se expide el Decreto Reglamentario Único del Sector 
Presidencia de la República”, sustituido por el artículo 1° del Decreto 270 de 2017, 
el proyecto de decreto y su memoria justificativa se publicaron en la página web del 
Ministerio de Minas y Energía entre el 25 de noviembre y el 10 de diciembre de 2020. 
Igualmente se publicaron, por segunda vez, entre el 21 de julio y el 5 de agosto de 
2021 para comentarios de los interesados, los cuales fueron debidamente analizados. 
Las constancias de publicación emitidas por el Grupo de Participación y Servicio al 
Ciudadano hacen parte de la memoria justificativa.

Que conforme a lo señalado en el artículo 7° de la Ley 1340 de 2009 y sus actos 
administrativos reglamentarios, se respondió al cuestionario establecido por la 
Superintendencia de Industria y Comercio (SIC) para evaluar la incidencia sobre 
la libre competencia de los mercados. Una vez realizado el análisis correspondiente 
se determinó que el presente acto administrativo no tiene incidencia sobre la libre 
competencia, por lo que no se requiere concepto de abogacía de la competencia.

Que, en mérito de lo expuesto,
DECRETA:

Artículo 1°. Adiciónese la Subsección 8.2, a la Sección 8, Capítulo 8, Título III, 
Parte 2, Libro 2 del Decreto 1073 de 2015, en los siguientes términos:

SUBSECCIÓN 8.2
TRANSFERENCIAS ELÉCTRICAS CON DESTINO A COMUNIDADES 

INDÍGENAS
Artículo 2.2.3.8.8.2.1. Objeto. La presente Subsección tiene por objeto 

reglamentar las transferencias a las que se refiere el inciso segundo del artículo 289 
de la Ley 1955 de 2019 y de las que son beneficiarias las comunidades indígenas 
certificadas por el Ministerio del Interior - Dirección de la Autoridad Nacional de 
Consulta Previa en el certificado de procedencia y oportunidad de consulta previa, 
o el que haga sus veces, y que se encuentren en el Área de Influencia del respectivo 
proyecto de generación de energía eléctrica con Fuentes No Convencionales de 
Energía (FNCE).

Los recursos que se recauden por concepto de estas transferencias se destinarán 
en un 60% en partes iguales a las comunidades étnicas beneficiarias, siempre que 
existan.

Artículo 2.2.3.8.8.2.2. Definiciones. Para efectos de la presente subsección, se 
definen los siguientes conceptos:

Área de Influencia del Proyecto de Generación. Será la establecida en el Estudio 
de Impacto Ambiental y en la licencia ambiental, o instrumento de manejo y control 
ambiental equivalente, que expida la autoridad ambiental competente para la 
construcción del proyecto de generación.

Comunidades Indígenas Beneficiarias. Son las comunidades indígenas que 
hayan sido certificadas por el Ministerio del Interior - Dirección de la Autoridad 
Nacional de Consulta Previa en el certificado de procedencia y oportunidad de 
consulta previa, o del documento que haga sus veces y que se encuentren ubicados en 
el Área de Influencia del Proyecto de Generación de energía eléctrica.

Fuentes No Convencionales de Energía (FNCE). Son aquellos recursos de 
energía disponibles a nivel mundial que son ambientalmente sostenibles, pero que en 
el país no son empleados o son utilizados de manera marginal y no se comercializan 
ampliamente. Se consideran FNCE la energía nuclear o atómica y las FNCER. Otras 
fuentes podrán ser consideradas como FNCE según lo determine la UPME.

Fuentes No Convencionales de Energía Renovable (FNCER). Son aquellos 
recursos de energía renovable disponibles a nivel mundial que son ambientalmente 
sostenibles, pero que en el país no son empleados o son utilizados de manera marginal 
y no se comercializan ampliamente. Se consideran FNCER la biomasa, los pequeños 

aprovechamientos hidroeléctricos, la eólica, la geotérmica, la solar y los mares. Otras 
fuentes podrán ser consideradas como FNCER según lo determine la UPME.

Potencia Nominal. Potencia en vatios (W) a la que puede operar un equipo sin 
presentar pérdida de vida útil o daños atribuibles a la operación de este.

Sujetos Obligados. Son los generadores de energía eléctrica producida a partir de 
Fuentes No Convencionales de Energía a las que se refiere la Ley 1715 de 2014, que 
tengan plantas con potencia nominal instalada total superior a los 10.000 kilovatios, 
y en cuya Área de Influencia del Proyecto de Generación existan Comunidades 
Indígenas Beneficiarias.

Transferencias por generación de energía FNCE. Es el valor equivalente al 1% 
de las ventas brutas de energía por generación propia, de acuerdo con la tarifa que 
para ventas en bloque señale la Comisión de Regulación de Energía y Gas (CREG), 
que deberán cancelar aquellas plantas con potencia nominal instalada total que supere 
los 10.000 kilovatios. Se exceptúa de estas transferencias, a la energía producida 
por la que ya se paguen las transferencias por generación térmica o hidroeléctrica, 
establecidas en el artículo 45 de la Ley 99 de 1993 o las normas que lo modifiquen 
o adicionen.

Artículo 2.2.3.8.8.2.3. Certificación de las Comunidades Indígenas 
Beneficiarias. Serán beneficiarias de los recursos de las transferencias del sector 
eléctrico de que trata la presente subsección, las comunidades indígenas que se 
encuentran ubicadas en el Área de Influencia del Proyecto de Generación y que hayan 
sido certificadas por el Ministerio del Interior - Dirección de la Autoridad Nacional 
de Consulta Previa a través del certificado de procedencia y oportunidad de consulta 
previa, o del documento que haga sus veces.

Artículo 2.2.3.8.8.2.4. Administración de los recursos. Las Comunidades 
Indígenas Beneficiarias recibirán y administrarán los recursos de las transferencias 
de las que trata la presente Subsección.

A través de la Mesa de Planeación y Seguimiento, de que trata el artículo 
2.2.3.8.8.2.8. de la presente Subsección, se definirá en sesión oficial con las 
autoridades legítimas de las Comunidades Indígenas Beneficiarias, el vehículo 
financiero por medio del cual el Sujeto Obligado deberá realizar el pago de las 
transferencias, siempre que tal vehículo permita hacer seguimiento a los recursos por 
parte de la autoridad competente. Esta decisión deberá ser oficializada mediante acta 
suscrita por las autoridades de las Comunidades Indígenas Beneficiarias, y tendrá 
efectos vinculantes para las partes, además de gozar de legalidad y legitimidad ante 
las autoridades competentes.

Una vez se cuente con el vehículo financiero al que hace referencia el inciso 
anterior, la Comunidad Indígena Beneficiaria deberá enviar comunicación escrita al 
Sujeto Obligado informando que el depósito de los recursos de las transferencias 
deberá hacerse en dicho instrumento.

Artículo 2.2.3.8.8.2.5. Liquidación, pago y comunicación de las transferencias. 
Dentro de los diez (10) primeros días de cada mes, y sobre la base de las ventas 
brutas del mes anterior, los Sujetos Obligados harán la liquidación de los valores 
correspondientes a las transferencias de que trata el inciso segundo del artículo 289 
de la Ley 1955 de 2019 y reglamentadas en la presente subsección.

El depósito deberá hacerse dentro de los noventa (90) días siguientes al 
vencimiento del término anterior, so pena de incurrir en mora y pagar un interés 
moratoria a la tasa prevista en el Estatuto Tributario

Dentro de los cinco (5) días siguientes al depósito de los recursos de las 
transferencias, los Sujetos Obligados deberán informar de la respectiva actuación a 
las Comunidades Étnicas Beneficiarias a través de comunicación dirigida a la Mesa 
de Planeación y Seguimiento de que trata el artículo 2.2.3.8.8.2.8. de la presente 
subsección.

La obligación de pago de las transferencias se entenderá extinguida una vez se 
depositen los recursos en el vehículo financiero definido en la Mesa de Planeación y 
Seguimiento, en los términos que establece el artículo 2.2.3.8.8.2.4. de este Decreto.

Artículo 2.2.3.8.8.2.6. Destinación de los recursos. Los recursos depositados 
deberán destinarse exclusivamente, en los términos del artículo 289 de la Ley 1955 
de 2019, a la ejecución y/o cofinanciación de proyectos de infraestructura, servicios 
públicos, saneamiento básico y/o de agua potable, así como en proyectos que dichas 
comunidades definan, siempre que incidan directamente en su calidad de vida 
y bienestar, armonizados y alineados a los planes de vida y etnodesarrollo o sus 
equivalentes de las respectivas Comunidades Indígenas Beneficiarias.

Parágrafo 1°. Los recursos de estas transferencias del sector eléctrico podrán ser 
fuente de cofinanciación de otros proyectos de naturaleza pública, privada o mixta, 
y de cooperación internacional, siempre que cumplan con la destinación a la que se 
refiere este artículo. Así mismo, los proyectos podrán recibir cofinanciación de otros 
proyectos de naturaleza pública, privada o mixta, y de cooperación internacional.

Parágrafo 2°. Los proyectos deberán contar con los estudios previos que sean 
necesarios para llevarlos a cabo y dimensionar razonablemente su costo, tales como 
diseños, estudios técnicos y ambientales, costos de interventoría, entre otros, los 
cuales podrán ser financiados con los recursos de las transferencias eléctricas a que se 
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refiere la presente subsección o a través de cualquiera de las fuentes de financiación 
indicadas en el parágrafo 1° de este artículo.

Artículo 2.2.3.8.8.2.7. Proyectos Integrales de Beneficio Común. Con el propósito de 
promover el desarrollo colectivo de las Comunidades Indígenas Beneficiarias, los proyectos 
a ejecutar con los recursos provenientes de las transferencias de las que trata la presente 
subsección propenderán por ser integrales y de beneficio común. Dichos proyectos tendrán la 
destinación de la que trata el artículo 2.2.3.8.8.2.6. y deberán favorecer de manera equitativa a 
las Comunidades Indígenas Beneficiarias.

Artículo 2.2.3.8.8.2.8. Mesa de Planeación y Seguimiento. Para la ejecución de los 
proyectos a ser financiados con los recursos a que se refiere esta Subsección, se establecerá 
una Mesa de Planeación y Seguimiento, la cual estará conformada por representantes de los 
Sujetos Obligados y cada uno de los representantes legales y/o autoridades legítimas de las 
Comunidades Indígenas Beneficiarias, en atención a la estructura de gobierno propio de cada 
comunidad.

La Mesa de Planeación y Seguimiento se dará su propio reglamento y deberá estar 
conformada con anterioridad a la entrada en operación comercial del proyecto de generación 
de energía. Dicha Mesa, tendrá por finalidad la articulación entre las comunidades indígenas 
para la implementación de los proyectos o los Proyectos Integrales de Beneficio Común.

Parágrafo 1°. La participación de los Sujetos Obligados en la Mesa de Planeación y 
Seguimiento será solo de acompañamiento.

Parágrafo 2°. Al menos una vez al año, a partir del inicio de la operación comercial del 
proyecto, se convocará, de acuerdo con lo previsto en el reglamento interno, a la Mesa de 
Planeación y Seguimiento.

Parágrafo 3°. Dentro de los seis (6) meses siguientes a la expedición del presente 
decreto, los Sujetos Obligados que tengan proyectos que hayan entrado en operación y 
tengan Comunidades Indígenas Beneficiarias, deberán conformar dicha Mesa de Planeación 
y Seguimiento.

Artículo 2.2.3.8.8.2.9. Ejecución de los Proyectos. Las Comunidades Indígenas 
Beneficiarias, a través de sus organizaciones representativas, previo cumplimiento de sus 
requisitos de experiencia e idoneidad, podrán ser ejecutores de los Proyectos Integrales de 
Beneficio Común, en atención a los principios de gradualidad y progresividad en materia de 
contratación, y según lo establecido en los Decretos 1088 de 1993 y 252 de 2020, y las normas 
que los modifiquen, sustituyan o adicionen.

Cuando en el territorio se identifiquen organizaciones propias que no cumplan los requisitos 
mínimos exigidos para ser seleccionados como ejecutores de los Proyectos Integrales de 
Beneficio Común, a través de la Mesa de Planeación y Seguimiento se definirán los ejecutores 
externos.

Para la ejecución contractual, se deberá exigir al ejecutor del proyecto la constitución de 
una garantía única.

Parágrafo 1°. Todos los Proyectos Integrales de Beneficio Común deberán contar con una 
interventoría, seleccionada por la Mesa de Planeación y Seguimiento, con base en los criterios 
que esta defina, y con cargo a los recursos depositados.

Parágrafo 2°. Las modificaciones a los cronogramas de ejecución de los proyectos podrán 
hacerse previa aprobación del interventor y deberán ser comunicadas a la Mesa de Planeación 
y Seguimiento.

Artículo 2.2.3.8.8.2.10. Cumplimiento de los ejecutores. La obligación del ejecutor se 
entenderá cumplida con la entrega satisfactoria del proyecto ante la Mesa de Planeación y 
Seguimiento.

En caso de que los ejecutores incumplan alguna de las obligaciones a su cargo e indicadas 
en el documento de su contratación, las Comunidades Indígenas Beneficiarias podrán adelantar 
las acciones legales correspondientes, tendientes a conminar al cumplimiento y resarcir los 
perjuicios derivados de este.

Artículo 2°. Corríjase la numeración de los artículos 2.2.3.8.8.1, 2.2.3.8.8.2, 2.2.3.8.8.3, 
2.2.3.8.8.4, y 2.2.3.8.8.5 de la Sección 8.1 de la Sección 8 del Capítulo 8, Título III, Parte 2, 
Libro 2 del Decreto 1073 de 2015, los cuales quedarán así, respectivamente: 2.2.3.8.8.1.1, 
2.2.3.8.8.1.2, 2.2.3.8.8.1.3, 2.2.3.8.8.1.4, y 2.2.3.8.8.1.5.

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 2.2.3.8.8.5. del Decreto 1073 de 2015, el cual quedará 
así:

“Artículo 2.2.3.8.8.1.5. Liquidación y pago. Dentro de los 10 primeros días de cada mes, y 
sobre la base de las ventas brutas del mes anterior, las empresas a las que se les aplica la presente 
subsección harán la liquidación de los valores a transferir, mediante acto administrativo para el 
caso de las empresas públicas o mixtas, y mediante comunicación para el caso de las privadas.

La transferencia del resultado de la liquidación deberá efectuarse dentro de los 90 días 
siguientes, una vez vencido el término expuesto en el inciso anterior, so pena de incurrir en 
mora y pagar un interés moratorio a la tasa prevista en el Estatuto Tributario.

Dentro de los cinco (5) días siguientes a la liquidación mensual de las transferencias y el 
desembolso de los recursos, las empresas deberán informar de la respectiva actuación a los 
municipios o distritos beneficiarios”.

Artículo 4°. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha su publicación en el 
Diario Oficial.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 25 de julio de 2022.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ.
El Ministro de Minas y Energía,

Diego Mesa Puyo.

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 01252 DE 2022

(julio 25)
por la cual se reconoce y ordena el pago de unas acreencias laborales por el fallecimiento 

de un funcionario.
La Subdirectora de Talento Humano, en uso de las facultades legales delegadas a través del 

numeral 1 del artículo 40 de la Resolución 4 0285 del 27 de febrero de 2015, y 
CONSIDERANDO:

Que el señor Luis Ángel Ordóñez Galindo (q. e. p. d.), quién se identificaba con cédula de 
ciudadanía número 7224601, se vinculó al Ministerio de Minas y Energía mediante nombramiento 
provisional, en el empleo denominado Operario Calificado, Código 4169, Grado 13, ubicado en 
la Subdirección Administrativa y Financiera, Despacho del Secretario General, a partir del 1° de 
julio de 2015.

Que de conformidad con el Registro Civil de Defunción expedido por la Registraduría 
Nacional del Estado Civil, identificado con el indicativo serial número 10696441 del 14 de 
febrero de 2022, el señor Luis Ángel Ordóñez Galindo (q. e. p. d.), falleció el 11 de febrero de 
2022 en la ciudad de Bogotá.

Que el Ministerio de Minas y Energía realizó la liquidación de la asignación salarial y de 
las prestaciones sociales causadas a la fecha del fallecimiento del funcionario Luis Ángel 
Ordóñez Galindo (q. e. p. d.), en los siguientes términos:

Para un total devengado de tres millones ciento veinticinco mil treinta y seis pesos con 
noventa y ocho centavos ($3.125.036,98).

Que de conformidad con lo establecido por el artículo 212 del Código Sustantivo de 
Trabajo, la Subdirección Administrativa y Financiera del Ministerio de Minas y Energía publicó 
dos (2) avisos en el diario El Espectador los días 1° y 28 de mayo de 2022, de tal manera que se 
presentara cualquier persona que considerara tener derecho al pago de los salarios y prestaciones 
causadas a la fecha de fallecimiento del funcionario.

Que mediante correo electrónico de fecha 12 de mayo de 2022, la señora Jessica Liliana 
Ordóñez Cristancho, identificada con cédula de ciudadanía 1032489784 de Bogotá en nombre 
propio y en nombre de su madre la señora Irma Sofía Cristancho Acosta, identificada con la cédula 
de ciudadanía número 46665807 de Duitama, presentó reclamación formal sobre la liquidación y 
demás prestaciones sociales causadas por el funcionario Luis Ángel Ordóñez Galindo (q.e.p.d.), 
a la fecha de su fallecimiento.

Que, para fundamentar su solicitud, las reclamantes presentaron los siguientes documentos:
•	 Registro Civil de Matrimonio de la Notaría Única de Santa Rosa de Viterbo - Boyacá, 

con fecha de expedición 18 de febrero de 2022, en el que consta que el señor Luis Ángel Ordóñez 
Galindo (q.e.p.d.) y la señora Irma Sofía Cristancho Acosta contrajeron matrimonio el 31 de 
agosto de 1996.

•	 Registro Civil de Nacimiento de la Notaría Segunda de Duitama - Boyacá, con fecha 
de expedición 28 de febrero de 2022, en el que consta que el señor Luis Ángel Ordóñez Galindo 
(q.e.p.d.) y la señora Irma Sofía Cristancho Acosta, son los padres de Jessica Liliana Ordóñez 
Cristancho, nacida el 11 de marzo de 1997.

•	 Declaración extrajuicio de fecha 20 de marzo de 2022, mediante la cual Miguel Ángel 
Gómez Cortés, identificado con cédula de ciudadanía 1020800407 de Bogotá declara saber y 
constarle que el señor Luis Ángel Ordóñez Galindo (q.e.p.d.) y la señora Irma Sofía Cristancho 
Acosta convivieron durante 25 años desde la fecha de su matrimonio y hasta la fecha de defunción 
del funcionario.

Que además de la reclamación señalada, el Ministerio de Minas no recibió solicitudes 
adicionales de pago por los emolumentos laborales causados a favor del Señor Luis Ángel 
Ordóñez Galindo (q.e.p.d.) quién se identificaba con cédula de ciudadanía número 7.224.601 
hasta la fecha de su fallecimiento. 

Que revisados los documentos aportados por las solicitantes, así como los obrantes en la 
historia laboral del fallecido funcionario, se pudo establecer que Irma Sofía Cristancho Acosta, 
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